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LINEAMIENTOS REGIONALES PARA LA PROTECCIÓN ESPECIAL EN CASOS DE RETORNO DE

 NIÑOS, NIÑAS Y ADOLESCENTES VÍCTIMAS DE TRATA DE PERSONAS
BORRADOR CONSENSUADO
 EN LA REUNION TECNICA REALIZADA 

EN CIUDAD DE GUATEMALA, 9 y 10 DE MARZO 2006
La trata de personas es un delito que violenta severamente los derechos más elementales de las víctimas. Muchas de ellas son niños, niñas y adolescentes -la población más vulnerable- que son captadas, transportadas y acogidas para ser sometidas a explotación, sexual, laboral, o de cualquier otra índole. La trata de personas es un delito transnacional que es ejecutado por parte de la delincuencia organizada y con contactos en diferentes países. No obstante, es importante puntualizar que la trata de personas también se da a lo interno de los países, generalmente de zonas rurales a  urbanas o viceversa.
La lucha contra la trata de personas rebasa las fronteras y exige estrategias de prevención, protección y sanción, tanto multilaterales como regionales y bilaterales, que incluyan a los países de origen, de tránsito y de destino. 

Los países que conforman la Conferencia Regional sobre Migración (CRM)
, son a la vez países de origen, tránsito y, en algunos casos, de destino de trata de personas. Además, son signatarios de un amplio marco jurídico del derecho internacional de los derechos humanos que establece con claridad la responsabilidad de los Estados de luchar contra el delito de trata de personas. 

Dentro del marco jurídico de garantía de los derechos de niños, niñas y adolescentes se destacan los siguientes instrumentos: la Convención sobre los Derechos del Niño (CDN) y su Protocolo facultativo relativo a la venta de niños, la prostitución infantil y la utilización de niños en la pornografía; el Convenio 182 de la OIT sobre las peores formas de trabajo infantil; la Convención Interamericana sobre Tráfico Internacional de Menores y el Protocolo para prevenir, reprimir y sancionar la trata de personas, especialmente mujeres y niños, que complementa la Convención de las Naciones Unidas contra la Delincuencia Organizada Transnacional (Protocolo contra la Trata)
.

La Convención sobre los Derechos del Niño, introduce el paradigma de la protección integral, que concibe a niños, niñas y adolescentes como sujetos de derecho antes que objetos de protección. Este instrumento muy claramente establece que los Estados están comprometidos a tomar todas las medidas de carácter nacional, bilateral y multilateral que sean necesarias para impedir el secuestro, la venta o la trata de niños para cualquier fin o en cualquier forma (Artículo 35). Igualmente, los Estados están comprometidos a proteger a niños, niñas y adolescentes contra toda forma de explotación, ya sea económica, sexual o de cualquier otro tipo (Artículos 32, 34 y 36 de la CDN). 

Cuando una niña, niño o adolescente víctima de trata de personas es trasladada a otro país para ser sometida a cualquier tipo de explotación, es deber de los Estados involucrados desplegar todos los esfuerzos necesarios para garantizar sus derechos. Por lo tanto, éstos tienen la responsabilidad de detectar y brindar toda la protección necesaria a esa persona, garantizando su derecho a la vida, a ser protegida sin ninguna discriminación, a no ser separada de su familia ni de su contexto familiar y socio-cultural, a mantener su identidad y su nacionalidad; todo ello tomando en cuenta su interés superior, es decir, la mejor manera de garantizar sus derechos fundamentales en cada caso concreto. 
El retorno es un mecanismo de protección que implica el regreso a su país de origen o residencia, a su familia y comunidad. Es deber de todos los Estados  procurar que este retorno sea seguro, ágil, sin demoras indebidas, teniendo en cuenta -ante todo- el interés superior del niño, niña o adolescente. Para lograr este objetivo se requiere de mecanismos de cooperación entre los diferentes Estados y ese es el propósito de los “Lineamientos Regionales para la protección especial en casos de retorno de niños, niñas y adolescentes víctimas de trata de personas”.
Para asegurar que el retorno responda al interés superior del niño, niña o adolescente de edad, los Estados deberán colaborar entre sí para su identificación y corroborar su nacionalidad, determinar la situación de su referente familiar al cual regresará y en las medidas de protección para su reintegración social. Este proceso debe iniciar en el momento en que es detectada y continuar en el país al que será retornada, a fin de asegurar la restitución en el goce de sus derechos. Estos lineamientos presentan guías a los Estados sobre cómo proceder desde la identificación o detección de una niña, niño o adolescente víctima de trata y orientaciones sobre cómo realizar el retorno y el traslado.
Estos lineamientos se sustentan en tres enfoques rectores fundamentales: el enfoque de derechos, el enfoque de género y el enfoque contextual generacional. Desde el enfoque de derechos se concibe a niños, niñas y adolescentes como sujetos de derechos, los cuales deben respetarse y garantizarse en función de su interés superior. El enfoque de género implica reconocer que, en virtud de los condicionamientos sociales y culturales, se precisan intervenciones especializadas según las necesidades específicas según el género. Y, el enfoque contextual generacional permite tomar en consideración que las necesidades de niños, niñas y adolescentes son diferentes según el momento de desarrollo y de ciclo vital en que se encuentren.
En virtud de lo anterior, los países integrantes de la Conferencia Regional de Migración deciden adoptar los:

Lineamientos Regionales para la protección especial en casos de retorno de niños, niñas y adolescentes víctimas de trata de personas
I. Generalidades

1. Objetivo. Estos Lineamientos tienen como objetivo brindar orientaciones a los países integrantes de la CRM para lograr el retorno de niños, niñas y adolescentes víctimas de trata de personas, en el marco del respeto a sus derechos humanos, atendiendo a su interés superior, su condición etárea, de género, étnica y asegurando que éste sea seguro, expedito y tomando en cuenta su opinión.
2. Definiciones.
a. Trata de niños, niñas y adolescente. La captación, el transporte, el traslado, la acogida o la recepción de personas con fines de explotación, incluso cuando no se recurra a ningún medio coercitivo o engaño e independientemente de la voluntad de la víctima.
b. Niño, niña y adolescente. Toda persona menor de 18 años. Algunos instrumentos como la Convención sobre los Derechos del Niño, la llaman “niño” y otros “menor”. En estos Lineamientos se prefiere el concepto más acorde con la visión de derechos de “niño, niña y adolescente”.
c. Atención humanitaria inmediata. La atención humanitaria inmediata es una medida prioritaria que incluye el socorro y la protección que debe proveer cualquier institución al identificar a la víctima con el fin de asegurar su integridad personal, mientras se da aviso a los cuerpos de seguridad, se presenta la denuncia para iniciar el proceso penal contra los tratantes y se contacta a las instancias competentes de acuerdo a la legislación de cada país y a la representación diplomática o consular del país de origen o residencia del niño, niña y adolescente, tomando en cuenta su opinión.
II. Reconocimiento de una víctima y atención humanitaria inmediata
3. Reconocimiento. Cuando en un Estado se reconozca una víctima de trata de personas o se tenga sospechas al respecto, ya sea por una denuncia de otro Estado, de una persona física o jurídica, de una referencia institucional, de una solicitud directa de ayuda por parte de la víctima, por haber sido encontrada en un operativo policial o por cualquier otro medio, se procederá a brindarle atención humanitaria inmediata.
4. Elementos de la atención humanitaria. La atención humanitaria comprende al menos los siguientes elementos:
a. Trasladar a la víctima a un lugar seguro.

b. Hacerle saber que la intención es ayudarla y protegerla del peligro.
c. Tratarla con respeto y tomar en cuenta su opinión, de acuerdo su edad y grado de madurez.
d. Procurar no interrogarla a fin de evitar que sea culpabilizada o revictimizada. Las entrevistas a la víctima serán llevadas a cabo por las autoridades competentes capacitadas para ello.
e. Satisfacer las necesidades básicas de emergencia (alimento, vestido, higiene, etc.) y procurar la atención médica de emergencia si ésta es requerida.
5. Referencia a la institución de protección a la niñez y adolescencia. La institución que brinda la atención humanitaria deberá comunicarse inmediatamente con la institución encargada de la niñez y adolescencia del país, la cual formalmente asumirá la protección de la víctima hasta su retorno. 
6. Si las victimas conforman un grupo familiar, la institución responsable les brindará  protección  asegurándose de que no sean separados.
7. Denuncia inmediata. Es deber ineludible de toda persona o institución que reconozca a una víctima de trata o sospeche que lo es, presentar la denuncia en forma inmediata, a fin de que las autoridades policiales y judiciales inicien el proceso de investigación y de sanción de los responsables del delito.

III. Proceso de protección especial para la retorno del niño, niña y adolescente conforme a su interés superior
8. Protección especial. Una vez que la víctima es remitida a la institución responsable, ésta procederá a brindarle protección especial, mientras se llevan a cabo las gestiones para la retorno conforme a su interés superior. La protección especial la brindará la institución en mención conforme al derecho interno, e incluirá al menos:
a. Alojamiento seguro y adecuado. Cuando se deba brindar abrigo temporal en una institución, se procurará que en ningún caso sea destinada, en centros de conflicto con la ley penal para adolescentes.
b. Alimentación balanceada y adecuada a la etapa cronológica de la víctima.

c. El disfrute de sus derechos fundamentales a la salud, la educación y la recreación.
d. Intervención especializada para la recuperación física y psicológica.

e. Respeto al derecho de la persona menor de edad a expresar su opinión, a que ésta sea tomada en cuenta y a que sea debidamente informada sobre el estado de los procedimientos legales, en su propio idioma y con un lenguaje que sea comprensible a su edad grado de madurez.
f. Coordinar con la representación diplomática o consular, las acciones pertinentes para proveerle documentos de identidad.

9. Registro estadístico. La institución responsable registrará los casos de  trata en su sistema de información, desagregando los datos necesarios para llevar una estadística que permita hacer un diagnóstico sobre este flagelo y será compartida entre los países miembros de la CRM.
IV. Comunicación entre entidades homólogas
10. Contacto con representación diplomática o consular. A través del conducto diplomático correspondiente, la entidad responsable comunicará al país de origen o residencia de la victima, por medio de su representación diplomática o consular, la ubicación de la misma y las medidas de protección especial,. El representante diplomático o consular iniciará el proceso de identificación de la victima, protección consular, documentación y posible retorno.  Esta se coordinará con las autoridades nacionales del país del cual es nacional o en el que tiene residencia la victima.
11. Identificación de la víctima. El Estado del cual se presume es nacional la víctima, verificará en un plazo no mayor de quince días si ésta es una de sus nacionales o si es residente, para ello gestionará ante las autoridades de Registro de Personas y de Migración, a fin de corroborar la nacionalidad de la víctima. 
12. Presentación de la institución responsable de la niñez y adolescencia. La institución responsable de la niñez y adolescencia del país del cual es nacional la víctima o su homóloga tomará contacto con la institución que está protegiendo a la víctima. Los Estados deberán definir e informar a cual entidad o institución le corresponde este proceso.
13. Comunicación con la familia de la víctima. La institución responsable de la niñez del país del que es nacional la víctima o donde tiene su residencia, se comunicará con su familia para informarle sobre su paradero, su estado de salud, las gestiones que se realizarán a fin de lograr  el retorno en el marco del respeto a sus derechos, siempre y cuando ello no atente contra su seguridad, ni contra su interés superior. Asimismo, facilitará la comunicación directa entre ésta y su familia, siempre que no atente contra su seguridad ni su interés superior.
14. Diagnóstico de la situación familiar de la víctima y entrega del informe. En un plazo de veinticinco días calendario la institución protectora de niñez y adolescencia del país del cual es nacional o residente la víctima, realizará un diagnóstico sobre la situación familiar de la misma o de su referente familiar y comunicará al Estado que la protege el resultado del mismo y las medidas de protección que tomará. El diagnóstico incluirá:

a. La identificación de las causas o circunstancias que dieron origen a la trata de personas.
b. La valoración de la seguridad de la víctima, de su familia y de la comunidad.

c. Cómo coadyuvará la familia o el referente familiar y la comunidad a la reintegración social de la víctima.
d. En el caso de no existir ningún recurso familiar, la institución de protección de la niñez y adolescencia identificará alternativas para su reinserción social.
e. Las medidas de apoyo que brindará el Estado a la familia, al referente familiar o a la alternativa identificada para la reintegración social de la víctima. CR
15. Resolución de repatriar a la víctima. Una vez recibido el informe de diagnóstico sobre la situación familiar de la víctima y las medidas de protección que llevará a cabo la institución homóloga del país del cual es nacional o donde tiene su residencia, y que de los mismos se desprenda que la retorno responde a su interés superior, el Estado que la protege dictará la respectiva resolución de retorno. 
16. Resolución de no repatriar a la víctima. En los casos en que el retorno constituya un grave riesgo para la seguridad de la víctima o de la de sus familias, el Estado que protege, de ser posible, ofrecerá alternativas jurídicas temporales o permanentes al retorno, de conformidad con lo establecido en la legislación nacional de cada país, en coordinación con el Estado de origen o residencia de la victima.
V. Preparación para el traslado de la víctima 
17. Definición de fecha, hora, lugar y medios para realizar el retorno. Las instituciones responsables tanto del país de destino como del país de origen o residencia de la víctima, definirán una fecha, lugar y hora para la realización del traslado, así como el medio de transporte que se utilizará, comunicándole a la institución que recibirá la que coordinará con las autoridades fronterizas para garantizar una atención expedita. El retorno se hará preferiblemente en horarios diurnos y horas hábiles, siempre que esto no atente contra la seguridad de la víctima o de quienes la protegen.
18. Comunicación. Se mantendrá informada a la víctima durante todo el proceso. Se le comunicará de manera comprensible la fecha de  su retorno a su país de origen o residencia y las condiciones del mismo. 
19. Proceso de empatía. Un o una funcionaria de la institución protectora de niñez y adolescencia del país receptor y/o los familiares, de ser posible o en su defecto la autoridad diplomática o consular iniciará un proceso de empatía que garantice que el retorno de la víctima se haga con  respeto a sus derechos.
20. Levantamiento de las medidas de protección. Una vez que se ha dictado la resolución de retornar a la víctima y que se han definido las condiciones que señala el Artículo 19, el Estado que la protege dejará sin efecto la medida cautelar de impedimento de salida, si ésta ha sido dictada. Una vez que la víctima ha sido repatriada se levantarán las otras medidas de protección. 
21. Remisión de copia de expediente administrativo. De acuerdo a su legislación nacional, el país que protege facilitará una copia del expediente administrativo de la víctima y de todo lo actuado, a fin de que la institución responsable del país que la recibe tenga la información completa. El expediente administrativo será remitido con fines exclusivos de seguimiento y deberá conservar su carácter confidencial.
VI. Proceso penal
22. El proceso penal que se le sigue a los presuntos responsables del delito de trata, seguirá de manera independiente al proceso de retorno de la víctima el cual se dilucidará en sede judicial o administrativa. Los intereses de la víctima constituirán la consideración primordial en todo momento.
23. Garantías procesales. Con el fin de evitar la culpabilización o revictimización, se procederá a garantizar medidas procesales, tales como el anticipo jurisdiccional de la prueba y la utilización de medios tecnológicos para que la víctima no sea interrogada repetidas veces. Asimismo, se asegurará que quienes tomen declaración a la víctima hayan sido debidamente capacitadas. 
24. Convenios sobre asistencia en materia penal. Los Estados recurrirán a Convenios sobre asistencia jurídica en materia penal, a fin de que el curso del proceso penal no dependa de la presencia física de la víctima en el lugar donde se dilucide la causa. 
25. Cooperación entre instituciones homólogas. La institución responsable de la niñez y adolescencia  podrá recurrir a mecanismos de cooperación bilateral con el  Estado que protege a la víctima para dar seguimiento a los casos. 
Anexo 1
Ratificación de los instrumentos de derecho internacional sobre derechos humanos de niños, niñas y adolescentes víctimas de trata

	Países miembros de CRM: Fecha de ratificación de instrumentos de derecho internacional sobre derechos humanos de NNA víctimas de trata



	País
	Instrumento de derecho internacional



	
	CDN (1)
	PCDN-1 (2)
	C182 (3)
	Conv. Inter. (4)
	Protocolo Trata (5)

	Belice
	2 mayo 1990
	1 dic. 2003
	6 marzo 2000
	11 jun. 1997
	26 sept. 2003

	Canadá
	13 dic. 1991
	14 sept 2005
	6 jun. 2000
	--
	13 may 2002

	Costa Rica
	21 ago 1990
	9 abril 2002
	10 sept. 2001
	22 may. 2001
	09 sept. 2003

	El Salvador
	10 jul. 1990
	17 may 2004
	12 oct. 2000
	--
	18 mar. 2004

	Estados Unidos
	--
	23 dic. 2002
	2 dic. 1999
	--
	3 nov. 2005

	Guatemala
	6 jun. 1990
	9 mayo 2002
	11 oct. 2001
	--
	01 abril 2004

	Honduras
	10 ago 1990
	8 mayo 2002
	25 oct. 2001
	--
	--

	México
	21 sept 1990
	15 mar 2002
	30 jun 2000
	--
	04 may. 2003

	Nicaragua
	5 oct. 1990
	2 dic. 2004
	6 nov. 2000
	07 oct. 2005
	12 oct. 2004

	Panamá
	12 dic. 1990
	9 feb. 2001
	31 oct. 2000
	18 ene. 2000
	18 ago. 2004

	República Dominicana
	11 jun. 1991
	--
	15 nov 2000
	--
	--

	(1) Convención sobre los Derechos del Niño

(2) Protocolo facultativo de la Convención sobre los Derechos del Niño relativo a la venta de niños, la prostitución infantil y la utilización de niños en la pornografía

(3) Convenio 182 de la OIT sobre las peores formas de trabajo infantil

(4) Convención Interamericana sobre Tráfico Internacional de Menores

(5) Protocolo para prevenir, reprimir y sancionar la trata de personas, especialmente mujeres y niños, que complementa la Convención de las Naciones Unidas contra la Delincuencia Organizada Transnacional.

Fuentes:

(1) http://www.ohchr.org/english/countries/ratification/11.htm, 24/02/2006
(2) http://www.ohchr.org/english/countries/ratification/11_c.htm, 24/02/2006

(3) http://www.ilo.org/ilolex/english/convdisp1.htm, 24/02/2006
(4) http://www.oas.org/juridico/spanish/firmas/b-57.html, 24/02/2006
(5) http://www.unodc.org/unodc/en/crime_cicp_signatures_trafficking.html, 24/02/2006











� México respaldó la iniciativa de la CRM por realizar una reunión técnica destinada a valorar los alcances de la trata de personas, particularmente la atención a las víctimas, en el ámbito migratorio.





Toda vez que el tema de la trata involucra otros ámbitos de la procuración de justicia y de la atención a las víctimas del delito, el INM dará a conocer los resultados de esta reunión técnica para que sean considerados por otras autoridades del Gobierno de México y en su caso, identificar posibles mecanismos de cooperación con otros países de la CRM para la atención integral del delito de la trata, circunscrito al ámbito migratorio.





� La Conferencia Regional sobre Migración, también conocido como “Proceso Puebla” es un foro de diálogo e intercambio de información para el desarrollo de las políticas públicas nacionales en materia migratoria. Los países miembros son: Belice, Canadá, Costa Rica, El Salvador, Estados Unidos, Guatemala, Honduras, México, Nicaragua, Panamá y República Dominicana. Para mayor información: � HYPERLINK "http://www.crmsv.org/pagina_descripcion.htm" ��http://www.crmsv.org/pagina_descripcion.htm� 


� Ver Cuadro de ratificaciones en el Anexo 1. 





